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CASO N.° 0115-12-EP

CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

El 20 de octubre de 2011, el señor David Ricardo Salvador Peña en calidad de
director provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza, presentó acción
extraordinaria de protección en contra de la decisión judicial del 22 de septiembre
de 2011, emitida por la Sala Única de laCorte Provincial de Justicia de Pastaza en
la acción de protección signada con el N.° 171-2011.

El 18 de enero de 2012, la Secretaría General de la Corte Constitucional, para el
período de transición, certificó que en referencia a la acción constitucional N.°
0115-12-EP no se presentó otra demanda con identidad de objeto y acción.

Mediante providencia dictada el 11 de abril de 2012, la Sala de Admisión de la
Corte Constitucional, para el período de transición, avocó conocimiento de la
causa y admitió a trámite la presente acción constitucional sin que ello implicare
pronunciamiento alguno respecto de la pretensión.

El 06 de noviembre de 2012, ante la Asamblea Nacional, se posesionaron los
jueces de la Primera Corte Constitucional integrada conforme a lo dispuesto en los
artículos 432 y 434 de la Constitución de la República.

De conformidad con el sorteo realizado por el Pleno del Organismo en sesión
extraordinaria del 03 de enero de 2013, correspondió la sustanciación de la presente

lajuezaconstitucional Tatiana Ordeñana Sierra, quien mediante providencia
cíictada el 05 de noviembre de 2014, avocó conocimiento y dispuso que se
notifique con el contenido de la demanda respectiva a los jueces de la Sala Única
de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza con la finalidad de que presenten un
informe de descargo debidamente motivado, en el término de 5 días, sobreJf)s
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argumentos que fundamentan la demanda de acción extraordinaria de protección
interpuesta por el legitimado activo.

Antecedentes fácticos

El 27 de junio de 2011, la señora Irma Miriam Jurado Tamayo y el señor David
Crespo Bilmonte, alcaldesa y procurador síndico del Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del cantón Mera, respectivamente, presentaron
demanda de acción de protección en contra del señor Pablo Carpió Cabrera,
director provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza, en virtud de la cual
manifestaban que el órgano municipal, el 29 de diciembre de 2009, previo al
trámite previsto en la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública,
suscribió un contrato de obra civil con el señor Luis Aníbal Yánez, cuyo objeto fue
la "AMPLIACIÓN Y MEJORAMIENTO DEL SISTEMADE AGUA POTABLE
DE LAS PARROQUIAS DE MERA, SHELL, MADRE TIERRA (ETAPA 1:
CAPTACIÓN Y PLANTA DE TRATAMIENTO DEL RÍO TIGRE) DEL
CANTÓN MERA, PROVINCIA DE PASTAZA".

Adicionalmente, aducen en el texto de su demanda de acción de protecciónque la
dirección provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza, por medio de su
representante legal, le confirió a su representada una certificación de plan de
manejo ambiental emergente, la misma que entraba en vigencia mientras se
realizaba el estudio de impacto ambiental. Posteriormente, alegan que el señor
Pablo Carpió Cabrera, director provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza,
resolvió declarar responsable al Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal
del cantón Mera de la contaminación ocasionada en el sector de la colonia Álvarez
Miño, al no obtener la correspondiente licencia ambiental, sin considerar, según
los accionantes, la certificación otorgada por el Ministerio.

Finalmente, esta parte procesal solicitó que a través de sentencia se deje sin efecto
la Resolución N.° 003-2011/CA/MAE/PAZ, emitida el 18 de mayo de 2011, por
el señor Pablo Carpió Cabrera, director provincial del Ministerio del Ambiente en
Pastaza, que declaró responsable al Municipio de la contaminación ocasionada en
el sector de la colonia Álvarez Miño, por la implementación del proyecto
"Ampliación y mejoramiento del sistema de agua potable de la parroquia Mera-
Shell", sin obtener la correspondiente licencia ambiental y en consecuencia, le
condenó al pago de una multa equivalente a 100 salarios básicos, esto es, $
26.500,00 USD (veintiséis mil quinientos dólares de los Estados Unidos de
América).
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Mediante providencia dictada el 29 de junio de 2011, el Juzgado Segundo de la
Niñez y Adolescencia de Pastaza aceptó la demanda a trámite, por cumplir con los
requisitos establecidos en la ley. Luego del trámite respectivo, mediante sentencia
dictada el 13 de julio de 2011, el Juzgado Segundo de la Niñez y Adolescencia de
Pastaza aceptó, dentro la causa N.° 464-2011, la acción de protección planteada y
dejó sin efecto la Resolución N.° 003-2011/CA/MAE/PAZ, emitida el 18 de mayo
de 2011, por el señor Pablo Carpió Cabrera, director provincial del Ministerio del
Ambiente en Pastaza.

Contra esta decisión, el señor David Ricardo Salvador Peña en calidad de director
provincial del Ministerio del Ambienteen Pastaza, interpuso recurso de apelación,
el 14 de julio de 2011, el mismo que recayó en conocimiento de la Sala Única de
la Corte Provincial de Justicia de Pastaza. Mediante resolución dictada el 22 de

septiembre de 2011, este órgano judicial confirmó la sentencia subida en grado.
Ante este escenario jurídico, el 20 de octubre de 2011, se presentó la demanda de
acción extraordinaria de protección.

De la solicitud y sus argumentos

El 20 de octubre de 2011, el señor David Ricardo Salvador Peña en calidad de
director provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza, presentó la demanda
de acción extraordinaria de protección en contra de la decisión judicial del 22 de
septiembre de 2011, emitida por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia
de Pastaza, que confirmó la sentencia subida en grado y aceptó la acción de
protección propuesta por el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del
cantón Mera; por otro lado, se dejó sin efecto la orden de ejecutar el plan de
remediación ambiental emergente, según las especificaciones del contenido del
contrato y finalmente, se dejó también sin efecto la disposición de remediar y
restaurar los daños provocadosen Merazonía, Centro de Rescate para Refugio de
Vida Silvestre.

En lo principal, el legitimado activo manifiesta:

(...) A partirde octubre del 2008 nuestro paíscuenta con unaConstitución de la República
la cual plantea un nuevo paradigma en relación al Estado, particular que incide
fundamentalmente en nuestro ordenamiento jurídico, destacándose entre ellos el
reconocimiento de los «Derechos de la Naturaleza». Este particular guarda relación con el
«Buen Vivir», concepto fundamental al cual deben alinearse todas las acciones públicas
que en este sentido se emprendan en beneficio de la colectividad. Es importante recordar
que en la aplicación de estos derechos constitucionales reside la plena eficacia del actual
sistema imperante en nuestra legislación, de tal forma que se obtenga un cambio social y
jurídico de responsabilidad porparte de todos quienes integran lasociedad ecuatoriana. Por
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tanto, el derecho que se ha vulnerado con la decisión judicial se encuentra establecido en
los artículos 14, 71, 72, 73 y 83, numeral 6 de la Carta Fundamental (...) Los señores
conjueces, Carlos Borjay Frowen Alcívar, dentro de la Acción de Protección signada con
el N.° 171-2011, cuya sentencia es motivo de la presente acción, no se consideraron los
preceptos constitucionales antes enunciados (...) SEÑORES JUECES DE LA CORTE
CONSTITCIONAL, LA VIOLACIÓN DEL DERECHO CONSTITUCIONAL RECAE
EN LOS PUNTOS ANTESANALIZADOS, ADEMÁS DE HABERDEMOSTRADO LA
FALTA DE MOTIVACIÓN DE LA SENTENCIA, EN VIRTUD QUE QUIENES
ADMINISTRAN JUSTICIA NUNCA EXPRESAN EN QUÉ FORMA Y CÓMO EL
ACTO ADMINISTRATIVO HA LESIONADO DICHOS DERECHOS, ES DECIR
AJUSTANDO LA NORMATIVA VIGENTE A LOS HECHOS INMERSOS DENTRO

DE LA RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA AUTORIDAD PÚBLICA ASÍ COMO LAS
ATRIBUCIONES IRROGADAS POR PARTE DE LA SALA DE CONJUECES QUE
RESOLVIÓ ELRECURSO DEAPELACIÓN, POR CUANTO ASUMIÓ ELPAPEL DE
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO AL TOMAR PUNTOS DE MERA

LEGALIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA Y RESOLVER SOBRE
ELLOS. De conformidad con el artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, con la exposición efectuada, he referido de
forma clara y concreta la violación constitucional cometida por la autoridad judicial,
debiendo aclarar que la presente acción permitirá solventar la transgresión acaecida en el
presente caso (...).

Pretensión concreta

En mérito de lo expuesto, el accionante solicita textualmente:

(...) Por todo lo expuesto, señores Jueces de la Corte Constitucional, amparado en lo
establecido en los artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, 58 y siguientes de la
LeyOrgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y 34 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, considerando que se
han violado derechos reconocidos en la Constitución, habiéndose agotado los recursos
ordinarios y extraordinarios dentro del término legal y encontrándonos dentro del término
establecido en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucionalen su
artículo 60, solicitamos se sirvaaceptaresta acción extraordinaria de protección, declarando
la violación de losderechos constitucionales inmersos en la sentencia de 22deseptiembre de
2011, emitida porlosseñores Conjueces de la Sala Única de la Corte Provincial deJusticia
de Pastaza, dentrodel proceso N.° 171-2011, al amparo de lo establecido en los artículos 75,
76 numerales 1, 7 literal 1), 82 y 173 de la Constitución de la República (...).

Decisión judicial que se impugna

La decisión judicialque se impugna es la sentencia del 22 de septiembre de 2011,
dictada por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, la cual
señala:
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CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PASTAZA.- SALA ÚNICA DE LA CORTE

PROVINCIAL.- Puyo, jueves 22 de septiembre del 2011, las llh50.- VISTOS (...) SEXTO:
Para concluir se indica a.- Que existe presentado un plan de manejo ambiental emergente del
proyecto de agua del río Tigre que se ha realizado y aprobado y el mismo que entra en
vigencia mientras se realice el estudio del plan definitivo; b.- Que el hecho denunciando y
presentado es mismotema y sobre los mismoshechosque fueronresueltos dentrode la acción
de protección presentadapor parte de la Ing. MargaritaCajo, ya resuelto inclusopor la Corte
Constitucional negando la reparación patrimonial de un bienparticular; c- Queexistiendo un
contrato y siendo ley para las partes es el contratista de así comprobarse el único responsable
del manejo ambiental y como tal nada debe el Gobierno Autónomo Descentralizado
Municipal del cantón Mera, por lo que la sanción dictada en su contra es ilegal e
inconstitucional, por los fundamentos esgrimidos con anterioridad y, d.- Que el Gobierno
Autónomo Descentralizado Municipal del cantón Mera, no siendo el organismo ejecutor de
la obra de manera que es improcedente para que se le sancionecon medidas pecuniarias por
algo que no ha cometido y que por decir sea de responsabilidad del contratista (...) y, aún
más cuando el caso que nos ocupa tiene el rango de cosa juzgada de conformidad a lo que
dispone el Art. 76 núm. 7 literal i) de la Constitución de la República, con lo cual queda
establecido que no se ha violentadoun sinnúmero de derechosconstitucionales por parte de
la legitimada activa, como se dejaexpuesto anteriormente. Portodolo manifestado enestricto
apego a las reglas de la sana crítica, ésta Sala Única de Conjueces, ADMINISTRANDO
JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR DE LA
CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA REPÚBLICA confirma la sentencia subida en grado,
presentada por la legitimada activa, el Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del
cantón Mera, porlo tanto se ADMITE y se acepta la acción de protección propuesta (...).

Informes de descargo

Doctor Frowen Bolívar Alcívar Basurto, exconjuez de la Corte Provincial de
Justicia de Pastaza

Mediante escrito del 19 de noviembre de 2014, (foja 28 del expediente
constitucional) comparece, el doctor Frowen Bolívar Alcívar Basurto, exconjuez
de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, para manifestar que la causa de acción
de protección se radicó en la Sala de Conjueces de la Corte Provincial de Justicia
de Pastaza, por efecto del recurso de apelación interpuesto por el director
provincial del Ministerio del Ambiente en Pastaza respecto dela sentencia dictada
el 13 de julio de 2011, por el Juzgado Segundo de la Niñez y Adolescencia de
Pastaza, la cual se generó en virtud de la sanción impuesta por la Dirección
Provincial al Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Mera por
contaminar el sector de la colonia Álvarez Miño, en una extensión de 1.619,15
metros, sin la correspondiente licencia ambiental.

Expone el compareciente que por decisión de mayoría, el órgano judicial
consideró que el recurso de apelación no tenía consistencia jurídica dado que se
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trataba de un hecho juzgado en una acción de protección presentada anteriormente
por la señora Margarita Jeanneth Cajo Sánchez en contra del Gobierno Autónomo
Descentralizado del cantón Mera.

Asimismo, indica que la argumentación jurídica expuesta en la sentencia
consideró lo determinado en el artículo 264de la Constitución de la República que
instituye como competencia exclusiva de los gobiernos autónomos
descentralizados municipales la prestación de los servicios públicos de agua
potable y alcantarillado. Es por ello que consideraron que en el presente caso, la
sanción impuesta por la Dirección Provincial del Ministerio del Ambiente en
Pastaza vulneró derechos constitucionales ya que el Gobierno Autónomo
Descentralizado del cantón Meraactuó en consonancia a lo dispuesto por la norma
constitucional.

Procuraduría General del Estado

A foja24 delexpediente constitucional constael escrito presentado por el abogado
Marcos Arteaga Valenzuela, director nacional de Patrocinio, delegado del
procurador general del Estado, quien señala para futuras notificaciones la casilla
constitucional N.° 18.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia de la Corte

El Pleno de la Corte Constitucional, según las atribuciones establecidas en los
artículos 94 y 437 de la Constitución de la República, artículo 58 y siguientes de
la LeyOrgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, y artículo
35 del Reglamento de Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte
Constitucional, es competente para conocer y pronunciarse sobre la acción
extraordinaria de protección contenida en la causa N.° 0115-12-EP, a fin de
determinar si la decisión judicialdel 22 de septiembre de 2011, emitida por la Sala
Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, vulneró o no los derechos
constitucionales alegados por el legitimado activo.

Legitimación activa

El peticionario se encuentra legitimado para presentar esta acción extraordinaria
de protección en virtud de cumplircon los requerimientos enunciados en el artículo

¿/
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437 de la Constitución de la República, los mismos que indican que las acciones
constitucionales se podrán presentar por cualquier ciudadana o ciudadano,
individual o colectivamente, en concordancia con lo dispuesto por el artículo 59
de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional.

Naturaleza jurídica de la acción extraordinaria de protección

La acción extraordinaria de protección procede en contra de sentencias, autos en
firme o ejecutoriados y resoluciones judiciales que pusieren fin al proceso; en
esencia, la Corte Constitucional, por medio de esta acción excepcional, se
pronunciará respecto a dos cuestiones principales: la vulneración de derechos
constitucionales sustanciales y la violación de normas del debido proceso.

La Corte Constitucional respecto de esta garantía jurisdiccional, expresó
previamente que:

(...) La acción extraordinaria de protección se incorporó para tutelar, proteger y remediar
las situaciones que devengan de los errores de los jueces... que resulta nueva en la
legislación constitucional del país y que responde, sin dudaalguna,al anhelode la sociedad
que buscaprotección efectiva, imparcialy expeditade sus derechos e intereses, puestoque
así los jueces ordinarios, cuya labor de manera general radica en la aplicación del derecho
común, tendrían un control que deviene de jueces constitucionales en el más alto nivel,
cuya labor se centraríaa verificar que dichosjueces, en la tramitación de las causas,hayan
observado las normas del debido proceso, la seguridad jurídica y otros derechos
constitucionales, en uso del principio de la supremacía constitucional (..-)1.

En este contexto, la acción extraordinaria de protección se origina como un
mecanismo de control respecto a la constitucionalidad de las actuaciones de los
órganos judiciales, en lo que compete al presente caso, a la actuación de la Sala
Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, cuya decisión judicial se
impugna, la misma que en ejercicio de la potestad jurisdiccional conferida
constitucional y legalmente, administra justicia y se encuentra llamada a asegurar
que el sistema procesal tiene que ser un medio para la realización de la justicia y
hacer efectivas las garantías del debido proceso.

En tal virtud, la Corte Constitucional en razón de lo prescrito en el artículo 429 de
la Constitución de la República, en el trámite de una acción extraordinaria de
protección tiene la obligación de constatar queefectivamente, las sentencias, autos
y resoluciones con fuerza de sentencia se encuentran firmes o ejecutoriados y que
urante el juzgamiento, no se vulneró, por acción u omisión, el derecho

1Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 193-14-SEP-CC, caso N.° 2040-11-EP
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constitucional al debido proceso u otro derecho constitucional.

Finalmente, este máximo órgano de interpretación constitucional considera
oportuno recordar que la acción extraordinaria de protección no es una instancia
adicional; es decir, a partir de ella, no se puede pretender el examen de asuntos de
mera legalidad propios e inherentes de la justicia ordinaria. Por lo tanto, no se
puede entrar a analizar, menos aún resolver, cuestioneseminentemente legales. El
objeto de su estudio se dirige directamente a la presunta vulneración de derechos
constitucionales y normas del debido proceso en el curso de la decisión judicial
impugnada.

Análisis constitucional

Con las consideraciones anotadas, la Corte Constitucional sistematizará el análisis
de las circunstancias del caso concreto a partir de la formulación y solución del
siguiente problema jurídico:

La decisión judicial dictada por la Sala Única de la Corte Provincial de
Justicia de Pastaza dentro de la acción de protección N.° 171-2011, ¿vulneró
el derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación de
las resoluciones judiciales, establecido en el artículo 76 numeral 7 literal 1de
la Constitución de la República?

Previamente a resolver el problema jurídicoque se plantea, es preciso aseverar que
la Corte Constitucional reiteró desde temprana jurisprudencia, que el artículo 76
de la Constitución de la República consagra un amplio abanico de garantías
jurisdiccionales que configuran el derecho al debido proceso, el mismo que
consiste en:

(...) un mínimo de presupuestos y condiciones para tramitar adecuadamente un
procedimiento y asegurar condiciones mínimas para la defensa, constituyendo además una
concreta disposición desde el ingreso al proceso y durante el transcurso de toda la instancia,
para concluir con una decisión adecuadamente motivada que encuentre concreción en la
ejecución de lo dispuesto por los jueces (...)2.

En tal sentido, una de las garantías básicas que aseguran estas condiciones mínimas
para tramitar un procedimiento es el derecho a la motivación3, el cual responde a

2Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 067-10-SEP-CC, caso N.° 0945-09-EP
Constitución de la República del Ecuador, artículo 76, numeral 7, literal 1) establece: "Las resoluciones de los poderes públicos

deberán sermotivadas. No habrá motivación si enla resolución noseenuncian las normas o principios jurídicos enlos que sefunda
y noseexplica lapertinencia desuaplicación a losantecedentes dehecho. Los actos administrativos, resoluciones o fallos que nose
encuentren debidamente motivados seconsiderarán nulos. Lasservidoras o servidores responsables seránsancionados".
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un requerimiento que proviene del principio de legitimación democrática de la
función judicial, pues no existe duda de que la obligación constitucional de
motivación de las resoluciones judiciales que tienen los operadores de justicia se
sustenta en la exigencia intrínsecamente relacionada con los principios
fundamentales del Estado constitucional de derechos y justicia4.

En esta línea, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, dentro de los principios procesales, consagra que los jueces
constitucionales: "(•••) Tiene[n] la obligación de fundamentar adecuadamente sus
decisiones a partir a partir de las reglas y principios que rigen la argumentación
jurídica. En particular, tiene la obligación de pronunciarse sobre los argumentos y
razones relevantes expuestas durante el proceso por las partes y los demás
intervinientes en el proceso (...)"5.

La Corte Constitucional, respecto a la garantía de motivación, en forma reiterada,
estableció que: "(•••) Es un requisito para la observancia de un proceso debido, y
más concretamente dentro del litigio, para la observancia del derecho a la tutela
efectiva y expedita de los derechos e intereses de las personas, sin que en ningún
caso quede en indefensión (...)"6.

Ello implica, en primer lugar, que la resolución tiene que estar motivada; es decir,
debe contener los elementos y razones de juicio que permitan conocer cuáles
fueron los criterios jurídicos esenciales que sirvieron para fundamentar la ratio
decidendi y en segundo lugar, que la motivación tiene que contener una
fundamentación en derecho, la misma que no queda revestida con la mera
enunciación de una simple emisión de una declaración de voluntad o con la
subsunción de disposiciones jurídicas con hechos fácticos.

En armonía con lo que se afirma, este máximo órgano de interpretación
constitucional expresa:

(...) En este orden de ideas, la garantía de motivación actúa por un lado como derecho de
laspersonas a tenerplenoconocimiento de por quése ha tomado unadecisión quelesafecta
directao indirectamentey por otro, como deber de los funcionariospúblicos,cuya finalidad
es principalmente limitar la discrecionalidad y proscribir la arbitrariedad. Por esta razón,
todas las servidoras y servidorespúblicos, entre ellos, las autoridadesjurisdiccionales,están
obligados a motivar sus resoluciones (...)7.

4Constitución dela República delEcuador, artículo 1
5Ley Orgánica deGarantías Jurisdiccionales yControl Constitucional,
6Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°069-10-SEP-CC, casoN.°0005-10-EP
7CorteConstitucional del Ecuador, sentencia N.°103-14-SEP-CC, caso N.°0308-11-EP

www.corteconstitucional.gob.ee

Av.12 de Octubre NI6-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque ElArbolito)

Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacioniacce.gob.ec
Ecuador



¿y

Caso N.°0115-12-EP Página 10 de 17

Por consiguiente, nuestra jurisprudencia, a fin de comprobar si existe vulneración
del derecho a la motivación en las resoluciones judiciales, desarrolló tres criterios
constitucionales que contribuyen a delinear la fisonomía de esta garantía. Los
referidos criterios se encuentran enunciados de la siguiente manera:

(...) Para que determinada resolución se halle debidamente motivada es necesario que la
autoridad que tome la decisión exponga las razones que el Derecho le ofrece para adoptarla.
Dicha exposición debe hacérsela de manera razonable, lógica y comprensible, así como
mostrar cómo los enunciados normativos se adecúan a los deseos de solucionar los

conflictos presentados. Una decisión razonable es aquella fundada en los principios
constitucionales. La decisión lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y
la conclusión, así como entre esta y la decisión. Una decisión comprensible, por último,
debe gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran
auditoriosocial, más allá de las partes en conflicto (...)8.

Dicho lo anterior, el análisis de si existió o no vulneración del derecho
constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación en la sentencia
impugnada, se centrará en comprobar si la misma cumplió con los criterios
constitucionales de razonabilidad, lógica y comprensibilidad. Además, al provenir
la decisión impugnada de una acción de protección, se tiene que considerar
igualmente, el objeto que persigue esta garantía jurisdiccional en el sistema de
fuentes del derecho ecuatoriano.

Sobre la razonabilidad

La existencia de una motivación suficiente, en función de los aspectos jurídicos
que se suscitaren de acuerdo a las circunstancias concurrentes de cada caso
concreto, representa una garantía sustancial para los derechos de los justiciables,
dado que la exteriorización de los rasgos más esenciales del razonamiento que
llevaron a los órganos judiciales a adoptar su decisión, permite apreciar el examen
de las razones contenidas en la resolución judicial.

A la luz de la jurisprudencia de esta Corte Constitucional, un criterio que integra
el derecho a la motivación es el de la razonabilidad de la decisión judicial, el cual
se fundamenta en los principios constitucionales; es decir, la resoluciónjudicial se
debe dictar en concordancia a los preceptos contenidos en la Constitución de la
República y demás leyes que integran nuestro ordenamiento jurídico. De igual
forma, este criterio se debecomprender como aquel elemento por el que es posible

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 227-12-SEP-CC, caso N.° 1212-11-EP
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analizar las normas legales que fueron utilizadas como fundamento de la
resolución judicial9.

En el presente caso, el legitimado activo señala que la sentencia impugnada es nula
puesto que al confirmar la sentencia subida en grado y rechazar su recurso de
apelación, no expuso razones mínimas que sustenten tal decisión o que respondan
a las alegaciones vertidas en el proceso constitucional; es decir, esta omisión, por
parte de los operadores de justicia, en explicar a través de la debida argumentación
jurídica qué derechos constitucionales se afectaron con la emisión del acto
administrativo impugnado mediante acción de protección, produjo una evidente
vulneración del derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la
motivación de las decisiones judiciales.

Según su criterio, el razonamiento utilizado es arbitrario porque únicamente,
expuso de forma inmotivada la existencia de presuntas vulneraciones de derechos
constitucionales, sin enunciar las normas aplicables al caso concreto ni explicar su
pertinencia a los antecedentes de hecho, por tanto, existe incongruencia objetiva,
la misma que se dio por un desajuste entre la labor que debe cumplir un juez
cuando conoce de garantías jurisdiccionales y la decisión pronunciada por el
órgano judicial.

La sentencia impugnada consta de seis considerandos en virtud de los cuales, el
primero señala que se cumplió con el trámite que regula la acción de protección en
el ordenamiento jurídico, a la luz de las disposiciones existentes tanto en la
Constitución de la República como en la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional. El segundo considerando se refiere en
exclusiva, a la validez procesal de la causa por observar las solemnidades
sustanciales y legales. Por su parte, el tercer considerando enuncia la norma
constitucional que define el objeto de la acción de protección y los requisitos para
su procedencia. Luego, el cuarto considerando efectúa una exposición de los
argumentos jurídicos expuestos por las partes procesales en la audiencia pública
celebrada en el proceso constitucional, así como de las diferentes piezas procesales
constantes en el mismo.

Posteriormente, a partir del considerando quinto de la sentencia se expone, por
parte de la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, los criterios

) Jurídicos que sirvieron para fundamentar la ratio decidendi, por medio de los
¿3-^cuales se determina que el Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Mera

no cometió ningún tipo de infracción ambiental, ya que "dicha prevención y

9Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°009-14-SEP-CC, casoN.°0526-11-EP
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control de la contaminación ambiental según contrato realizado con el Ing. Luis
Aníbal Velásquez Yánez, es de exclusiva responsabilidad de[l] contratista". En
este sentido, el órgano judicial determinó, luego del análisis de los medios
probatorios presentados por ambas partes procesales, que el Gobierno Autónomo
Descentralizado del cantón Mera cumplió con la normativa ambiental pertinente a
la obtención de permisos; así, señaló textualmente:

(...) [H]a tramitado el permiso ambiental y éste ha sido concedido, lo cual no ha sido
tomado en cuenta por parte del Ministerio de medio ambiente, violentándose de ésta
manera no solo el debido proceso sino además desconociendo ipso facto sus mismos
documentos conferidos con anterioridad en legal y debida forma como la autorización del
manejo ambiental emergente mientras se tramita el definitivo (...) dejando a la parte
solicitante (Gobierno Municipal) en absoluta inseguridad jurídica y por ende sin derecho a
la defensa por cuanto al verdadero infractor no se le ha citado o se le ha tomado en cuenta
como parte procesal en ninguno de los procedimientos iniciados en contra de la Entidad
Municipal como tampoco ha sido tomado en cuenta el contratista como responsable de la
obra (...).

Como corolario de lo dicho, el Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón
Mera no cometió ninguna infracción ambiental porque tuvo para trabajar, a decir
del órgano judicial, el permiso emitido por la autoridad ambiental competente,
aparte que el responsable directo por el manejo ambiental de la obra era el
contratista, según lo establecido en el contrato de obra civil. Finalmente, el
considerando sexto contiene la parte resolutiva de la decisión impugnada, la misma
que confirmó la sentencia subida en grado; es decir, aceptó la acción de protección
propuesta por el Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Mera y dejó sin
efecto la Resolución N.° 003-2011/CA/MAE/PZ, emitida el 18 de marzo de 2008,
por el señor Pablo Daniel Carpió Galarza, director provincial del Ministerio del
Ambiente en Pastaza, a la época, mediante la cual se le sancionó al órgano
municipal a pagar la suma de $ 26.500,00 USD (veintiséis mil quinientos dólares
de los Estados Unidos de América), por incumplimiento de la normativa
ambiental.

Una vez descrito el presente escenariojurídico, es preciso señalar, primeramente,
que la motivación dentro de una garantía jurisdiccional se tiene que encaminar a
verificar la existencia de la vulneración de derechos constitucionales a través de
loshechos fácticos, los derechos constitucionales quese alegaron comoinfringidos
y los parámetros que el ordenamiento jurídico dispone para la procedencia e
improcedencia de la garantía jurisdiccional10. En este caso específico, se hace
referencia a la acciónde protección que tienepor objeto"el amparodirectoy eficaz

10 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 063-14-SEP-CC, caso N.° 0522-12-EP
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de los derechos reconocidos en la Constitución, y podrá interponerse cuando exista
una vulneración de derechos constitucionales, por actos u omisiones de cualquier
autoridad pública no judicial (...)"n.

En el asunto sub examine se evidencia que la sentencia impugnada establece que
la resolución administrativa expedida por el Ministerio del Ambiente, que originó
la tramitación de la acción de protección, vulneró el derecho al debido proceso, el
derecho a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado12 y los derechos
relativos a la naturaleza contenidos en los artículos 71 y 72 de la Constitución de
la República.

En este contexto, la construcción del razonamiento por parte del órgano judicial,
no se sustentó, bajo ningún concepto, en analizar en qué medida una resolución
administrativa que tuvo como objetivo precautelar tanto el medio ambiente sano
como la naturaleza al sancionar por las infracciones ambientales cometidas al
Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Mera, pudiere acarrear,
precisamente, la vulneración de los derechos de la naturaleza y al medio ambiente
sano.

Así pues, no existe razón jurídica válida que pudiere sustentar lo dispuesto por la
sentencia, en tanto la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza ni
siquiera efectuó un análisis encaminado a verificar la manera en que dicha
resolución administrativa, que sancionó un hecho punible contrario a la normativa
ambiental, vulneró los derechos constitucionales que se alegaron como infringidos.

Por tal sentido, el órgano judicial no cumplió con la exigencia constitucional de
verificar si existió o no vulneración de derechos constitucionales "sobre la base de

un ejercicio de profunda razonabilidad13" en el que determine, luego de conocer
los aspectos materiales expuestos, los hechos y las pretensiones de ambas partes,
la forma en que se produjo la vulneración de los derechos constitucionales
anteriormente señalados.

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional concluye que la sentencia
impugnada no exteriorizó debidamente las razones que sirvieron para fundamentar
la ratio decidendi, debido a que no otorgó una respuesta razonada y congruente
respecto a la vulneración de los derechos constitucionales que consideró
infringidos en el caso in examine.

11 Constitución dela República, artículo 88
12 Constitución delaRepública, artículo 14
13 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.°016-13-SEP-CC, casoN.°1000-12-EP
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Sobre la lógica

Con relación al presente criterio, este máximo órgano de interpretación
constitucional reitera que la lógica es el resultado de la coherencia materializada
en la interrelación que surge entre las premisas fácticas, las normas legales
aplicadas al caso concreto y la posterior decisión. La citada interrelación se
identifica con la línea de causalidad que mantiene una sentencia, la misma que se
configura con la presencia de una causa (premisas fácticas) vinculada a
determinados efectos (aplicación de normas). Este ejercicio finaliza con la
decisión, esta última conecta en forma racional las premisas fácticas con la
conclusión.

Al ingresar en el núcleo del problemaconstitucional planteado, se advierte que la
Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza no efectuó la
correspondiente verificación de si existió o no vulneración de los derechos
constitucionales expuestos en la decisión impugnada con relación a los hechos
fácticos y la normativa jurídica aplicable al caso concreto, debido a que la
sentencia se limitó, únicamente, a transcribir textualmente los supuestos derechos
constitucionales infringidos, entre ellos, los derechos relacionados con el medio
ambiente sano y con la naturaleza, pero no efectuó, conforme era exigible, un
ejercicio razonable e inteligible que tuviese como finalidad comprobar la forma en
que una resolución administrativa que sancionó al Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del cantón Mera por actuar sin el permiso ambiental
respectivo, vulneró dichos derechos constitucionales.

Inclusive, la decisión impugnada no guarda coherencia en sí misma al tratar
derechos, por un lado, no invocados como infringidos por el Gobierno Autónomo
Descentralizado Municipal del cantón Mera y por otro, no analizados ni razonados
en la sentencia dictada por el juez de primera instancia, la misma que fue
confirmada íntegramente por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Pastaza.

Dicho esto, la Corte Constitucional evidencia, de forma patente, que la sentencia
impugnada no guarda una ordenación lógica y sistemática de los elementos que la
conforman, es decir, no se puede comprobar que la premisa fáctica tuvo
concordancia con la elaboración de la premisa normativa, ya que su configuración
trajo consigo una desconexión con la conclusión final, la cual rechazó el recurso
de apelación interpuesto por el legitimado activo.
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Asimismo, conforme se indicó en líneas anteriores, se incumplió con el ejercicio
de verificación que tiene todo operador de justicia cuando conoce de una garantía
jurisdiccional, dicho ejercicio se sustenta en una argumentación racional y
jurídicamente fundamentada, en base a criterios que aquel se forme, luego de un
procedimiento que precautele los derechos constitucionales de las partes, para
llegar, subsiguientemente, a conclusiones motivadas y fundadas en derecho. Por lo
tanto, al no existir una coherencia formal entre ambas premisas con la conclusión
(decisión), la Corte Constitucional determina que la sentencia impugnada
incumplió con el criterio lógico.

Sobre la comprensibilidad

Este criterio constitucional consiste en el empleo, por parte del operador de
justicia, de un lenguaje claro y pertinente que permita una correcta y completa
comprensión de las ideas contenidas en una determinada resolución judicial.

Se desarrolla en el artículo 4 numeral 10 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, bajo la denominación de "comprensión
efectiva" con la finalidad de acercar, justamente, "la comprensión efectiva de sus
resoluciones a la ciudadanía, la jueza o juez deberá redactar sus sentencias de
forma clara, concreta, inteligible, asequible y sintética, incluyendo las cuestiones
de hecho y derecho planteadas y el razonamiento seguido para tomar la decisión
que adopte (...)".

No obstante, sin perjuicio de su regulación expresa en la Ley Orgánica de
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, este máximo órgano de
interpretación constitucional estima que hay que tener en consideración que este
principio posee naturaleza transversal en virtud de que es aplicable, de la misma
forma, a los procesos sustanciados en la justicia ordinaria.

En efecto, la Corte Constitucional afirma una vez más, el deber de la claridad del
lenguaje jurídico que tienen losórganos judiciales enel desarrollo desusfunciones
jurisdiccionales. Desde esta perspectiva, el lenguaje jurídico es un vehículo en el
que los ciudadanos adquieren conocimiento del derecho14.

En el caso subjudice, la sentencia impugnada no sustenta con claridad las razones
jurídicas por medio de las cuales se confirmó la sentencia subida en grado y
rechazó el recurso de apelación formulado por el legitimado activo en la causa de

14 Ver ITURRALDE SESMA, V.:
2003, pág. 35.
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acción de protección. En tal sentido, se advierte la inexistencia de una conexión
racional entre las premisas jurídicas que sirvieron para fundamentar la ratio
decidendi, ya que los argumentos expuestos por el órgano judicial en la sentencia
impugnada generaron confusión en la medida que se afirmó que la resolución
administrativa expedida por el Ministerio del Ambiente vulneró, entre otros
derechos, los derechos de la naturaleza, lo cual es manifiestamente contradictorio
en mérito que dicha resolución tuvo como finalidad, además de sancionar
económicamente al Gobierno Autónomo Descentralizado del cantón Mera, obligar
que aquel efectuare labores de reparación por los daños generados; en
consecuencia, al omitir un análisis razonado e inteligible que permitiese
comprender en qué medida se produjo esta afectación, sin duda alguna, se generó
confusión al lector.

Por todo lo anterior, la Corte Constitucional concluye que la sentencia dictada el
22 de septiembre de 2011, por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de
Pastaza, en la acción de protección signada con el N.° 171-2011, vulneró el derecho
constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación de las resoluciones
judiciales, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la Constitución de la
República.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración del derecho constitucional al debido proceso en la
garantía de la motivación de las resoluciones judiciales, contenido en el
artículo 76 numeral 7 literal 1de la Constitución de la República.

2. Aceptar la acción extraordinaria de protección planteada.

3. Como medidas de reparación integral, se dispone lo siguiente:

3.1. Dejar sin efecto la sentencia del 22 de septiembre de 2011, emitida
por la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza en la
acción de protección signada con el N.° 171-2011.
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Disponer que, previo sorteo, otro Tribunal de la Sala Única de la
Corte Provincial de Justicia de Pastaza conozca y resuelva el recurso
de apelación planteado por el legitimado activo.

4. Notifíquese, publíquese y cúmplase

RAZÓN.- Siento poríaí,yq\ie la sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Constitucional, con ocho votos de las señoras juezas yseñores jueces:
Antonio Gagliardo Loof, Marcelo Jaramillo Villa, María del Carmen Maldonado
Sánchez, Tatiana Cfcdéñana Sierra, Alfredo Ruiz Guzmán, Ruth Seni Pinoargote,
Manuel Viteri Olvera y Patricio Pazmiño Freiré, sin contar con la presencia de la
jueza constitucional Wendy Molina Andrade, en sesión del 02 de septiembre de
2015. Lo certifico.

JPCrid^f?¡bvv
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el Juez
Patricio Pazmiño Freiré, Presidente de la Corte Constitucional, el día miércoles 23 de
septiembre del dos mil quince.- Lo certifico.

JPCH/LFJ
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RAZÓN.- Siento por tal que, en la ciudad de Quito, a los veinticuatro
días del mes de septiembre del dos mil quince, se notificó con copia
certificada de la sentencia 293-15-SEP-CC de 02 de septiembre del
2015, a los señores: David Ricardo Salvador Peña, Director Provincial
de Pastaza del Ministerio del Ambiente en la casilla constitucional 017;
Defensor del Pueblo en la casilla constitucional 024; Danilo Rafael
Andrade Santamaría y Flowen Bolívar Alcívar Basurto, ex conjueces de
la Sala Única de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza en los
correos electrónicos dr andrade danilo26@vahoo.es:

frowenalcivar@hotmail.com; Procurador General del Estado en la casilla
constitucional 018; Alcaldesa y Procurador Síndico del cantón Mera en
la casilla constitucional 043, judicial 5911 y en el correo electrónico
municipio mera@hotmail.com; jueces de la Sala Multicompetente de la
Corte Provincial de Justicia de Pastaza, a quienes de devolvieron los
expedientes de primera y segunda instancia y el expediente de la acción
extraordinaria de protección, mediante oficio 4091-CCE-SG-NOT-2015;
y, Presidente de la Corte Provincial de Justicia de Pastaza, mediante
oficio 4092-CCE-SG-NGT-2015; conforme consta de los documentos
adjuntos.- Lo certifico.-

JPCH/mmm
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Código Cliente:
13424

Tipo de identificación:
RUC

Parroquia:

Dirección:

AV.12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL
ARBOLITO

Referencia:

E-mail: francisco.perez@cce.gob.ee
Firma del empleado aue acepta el envió:

Descripción del contenido: t SOBRE

Hora: 08:55:07

EN630037751EC
DESTINATARIO

Nombre:

JUECES DE LA SALA MULTICOMPETENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA .

Número de Identificación:

Provincia:

PASTAZA

Ciudad/Cantón:

PUYO

Tipo de identificación:

Parroquia:

Dirección:

CALLE A Y AV. MONS. ALBERTO ZAMBRANO, BARRIO LAS PALMAS - PUYO

NOTIFICACIÓN Y DEV. EXPEDIENTE - 0115-12-EP

Refencia:

NOTIFICACIÓN Y DEV. EXPEDIENTE-0115-12-EP

Teléfonos: 032999500

[Hora: ti:

Para consullas Orequerimientos comuniqúeseal 1700CORREO (267736)/ Email servicioalcSenie@corfeosdelecuador.gob.ee C0E-OPE-FR013





Nombre del Cliente:

Servicio:

EMS

24 | 09 | 2015

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

marlene mendieta

08

Minutos

55

INFORMACIONDÉ.ORIGEN

CORTE CONSTITUCIONAL

iiimiin
EN-13424-2015-09-13383567

Número de Identificación: Tipo de Identificación:

1760001980001 RUC

Provincia: Ciudad/Cantón: Parroquia:

PICHINCHA QUITO

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁSJIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE ELARBOLITO

Referencia:

Teléfonos: E-mail:

francisco perez@cce gob ec

Total de envíos: Peso total(gramos): Valor declarado total Servicios adicionales:

Lote No.

1852132

Referencia del Lote:

JUECES DE LA SALA MULTICOMPETENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE

PASTAZA-0115-12-EP J_

Responsable de Ventanilla: Responsable de Admisión: TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
servicioalcliente@correosdelecuador.com.ee

CDE-OPE-FR022



\



Corte
Constitucional
del ecuador

Quito D. M., septiembre 24 del 2015
Oficio 4091-CCE-SG-NOT-2015

Señores jueces
SALA MULTICOMPETENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA
DE PASTAZA

Puyo

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
293-15-SEP-CC de 02 de septiembre de 2015, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 0115-12-EP, presentada por David Ricardo
Salvador Peña, Director Provincial de Pastaza del Ministerio del
Ambiente, referente a la acción de protección 0171-2011, de igual manera
devuelvo el expediente constante en 01 cuerpo con 69 fojas útiles de
primera instancia, 01 cuerpo con 127 fojas útiles de segunda instancia y
01 cuerpo con 18 fojas útiles de la acción extraordinaria de protección, a
fin de que se dé cumplimiento a lo dispuesto en la parte resolutiva de la
sentencia.

Atentamente,

Jairjfo^ozo Chamorro
irio General

: lo indicado

JPClí/mmm

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre NI6-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque ElArbolito)

Telfs.: (593-2) 394-1800
email: comunicacion@cce.gob.ee

Ecuador





GUIA DE ENVÍOS

Servicio: EMS

marlene mendieta

CORTE CONSTITUCIONAL

Número de Identificación:

1760001980001

Provincia:

PICHINCHA

Ciudad/Cantón:

QUITO

Fecha: 2015-09-24

Orden de trabajo

EN-13424-2015-09-13383551

Código Cliente:
13424

Tipo de identificación:

RUC

Parroquia:

Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 Y PASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL

ARBOLITO

Teléfonos: E-mail: francisco.perez@cce.gob.ee
-kma del empleado que acepta el envío:

Descripción del contenido: l SOBRE

Hora: 08:48:15

Id Local:

EN630037544EC
DESTINATARIO

Nombre:

PRESIDENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PASTAZA

Número de Identificación:

PASTAZA

Ciudad/Cantón:

PUYO

Tipo de identificación:

Parroquia:

Dirección:

CALLE A Y AV. MONS. ALBERTO ZAMBRANO. BARRIO LAS PALMAS - PUYO

NOTIFICACIÓN 0115-12-EP

NOTIFICACIÓN 0115-12-EP

Teléfonos: 032999500

Firma:

Para consuhas O requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email: servicio3lcfiente@Correosdelecuador.gob.ee C0E-OPEFR013





Nombre del Cliente:

Servicio:

EMS

24 | 09 | 2015

ORDEN DE TRABAJO

Usuario:

marlene mendieta

H«as MiruTos

08 | 49

•iniiiiiMigigiiiiiii
EN-13424-2015-09-13383551

CORTE CONSTITUCIONAL
Número de Identificación:

Tipo de Identificación:

1760001980001

Provincia: Ciudad/Cantón:

RUC

Parroquia:

PICHINCHA QUITO
Dirección:

AV. 12 DE OCTUBRE N16-114 YPASAJE NICOLÁS JIMÉNEZ FRENTE AL PARQUE EL ARBOLITO

Referencia:

Teléfonos:
E-mail:

francisco.perez@cce.gob.ee
INFORMACIÓN DE ENVÍOS

Total de envíos: Peso total(gramos): Valor declarado total: Servicios adicionales:

Lote No.

1852107
Referencia del Lote:

PRESIDENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PASTAZA 0115 12EP

^ yjf cW-y* &%&82$ms3l&:
Fecha de recogida (DD/MM/AAAA):

2 4 SET. 2015

Hora de recogida (24h00):

Total de envíos recibidos:

TOTAL DE ENVÍOS LOCALES:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 1:

TOTAL DE ENVÍOS NACIONALES

TRAYECTO 2:

Para consultas o requerimientos comuniqúese al: 1700 CORREO (267 736) / Email:
servicioalcliente@correosdelecuador.com.ee

CDE-OPE-FR022





Corte
Constitucional
DEL ECUADOR

Quito D. M., septiembre 24 del 2015
Oficio 4092-CCE-SG-NOT-2015

Señor

PRESIDENTE DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PASTAZA
Puyo

De mi consideración:

Para los fines legales pertinentes, remito copia certificada de la sentencia
293-15-SEP-CC de 02 de septiembre de 2015, emitida dentro de la acción
extraordinaria de protección 0115-12-EP, presentada por David Ricardo
Salvador Peña, Director Provincial de Pastaza del Ministerio del
Ambiente, referente a la acción de protección 0171-2011, a fin de que se
dé cumplimiento a lo dispuesto en numeral 3, subnumerales 3.1 y 3.2 la
parte resolutiva de la sentencia.

Atentamente,

Pozo Chamorro

Secretario General

Anexo: lo indicado

JPCH/mmm

www.corteconstitucional.gob.ee

.Í^=J Corte
**- IConstitucional

) DEL ECUADOR

sfcretarIa
GENERAL

Av. 12 de Octubre NI6-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque ElArbolito)

Telfs.: (593-2) 394-1800
email: comunicacion@cce.gob.ee

Ecuador





gfr&RTD
Constitución,,^

!l:DEL ECUADORjueves, 24 de septiembre de 2015 14:52
'hugo_rey@mrnnr.gob.ec'; 'luisfranciscojimenezmarquez@yahoo.es';
'ladislaobaca@hotmail.com'

Asunto: Notificación con la sentencia de 02 de septiembre de 2015
Datos adjuntos: 2078-14-EP-sen.pdf

www.corteconstitucional.gob.ee

Av. 12 de Octubre N16-114 y pasaje Nicolás Jiménez
(frente al parque ElArbolito)

Telfs.: (593-2) 394-1800

email: comunicacion@cce.gob.ee
Ecuador




